Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 65 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2005 


Reunión celebrada el día 5 de setiembre de 2006 


(Asiste una delegación de la Presidencia de la República) 
SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 17) 


Tenemos el agrado de recibir a una delegación de la Presidencia de la República, integrada por el doctor 
Gonzalo Fernández -Secretario de la Presidencia-, el doctor Miguel Toma -Director de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil-, el señor León Lev -Director de la URSEC-, la técnica administrativa Susana López - 
Subdirectora del Instituto Nacional de Estadística-, la economista Alicia Melgar -Directora del Instituto 
Nacional de Estadística-, el doctor Álvaro Richino -Director de Servicio de Apoyo-, el sociólogo Antonio 
Pérez García -Coordinador de la Unidad de Desarrollo Municipal- y el Director de Planeamiento y 
Presupuesto, economista Carlos Viera. 


Es un gusto recibirlos. De acuerdo con la metodología de trabajo que hemos acordado, daríamos al doctor 
Gonzalo Fernández, en tanto Secretario de la Presidencia de la República, unos quince minutos para hacer 
una exposición general y referirse a los artículos de la órbita de la Rendición de Cuentas. A posteriori, 
daremos la posibilidad a los señores Diputados para hacer las preguntas que estimen pertinentes, referentes al 
tema de la convocatoria. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias, señor Presidente. Buenos días a usted y a todos los señores 
Diputados. 


Creo que en menos de quince minutos será posible abordar un resumen de las escasas disposiciones que 
refieren a la Presidencia de la República y que están desperdigadas en el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas. En realidad, ninguna de estas disposiciones hace a la propia estructura de la Presidencia de la 
República. Yo me limitaré a hacer un breve comentario general y luego, si hay alguna pregunta más 
específica, dado que todas son normas que dicen relación con la OPP, la ONSC o la URSEC, y están aquí en 
Sala los jerarcas respectivos, ellos podrán ahondar en la explicación que los señores Diputados estimen 
pertinente. La primera disposición vinculada a la Presidencia de la República es el artículo 4”, que crea el 
Sistema Nacional de Inversiones Públicas. Su Unidad Ejecutora es la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
y el artículo asigna una partida de $ 1:198.832 para el bienio 2007-2009, como contrapartida de un convenio 
de cooperación técnica no reembolsable que ha sido suscrito y acordado con el BID. 


La segunda norma vinculada a nuestro Inciso es el artículo 17, que encara el tema de la transformación del 
Estado. Las Unidades Ejecutoras son la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. La disposición se concreta en ajustar la distribución de los créditos entre las dos oficinas. Se 
aumentan en $ 3:643.486 anuales los créditos que corresponden a la ONSC y se crea el Proyecto de Inversión 
901 en dicha oficina, financiado con los créditos existentes. 


Estos ajustes tampoco surgen por iniciativa de las reparticiones que acabamos de mencionar, sino que 
responden a los acuerdos alcanzados con el Banco Interamericano de Desarrollo. 


La tercera disposición al respecto es el artículo 18, que prevé una asignación de créditos para la Dirección de 
Servicio de Apoyo de la Presidencia y se limita a asignar créditos anuales de $ 2:376.000 para una revista de 
difusión, en el ámbito de la comunicación social; $ 497.614 para contratación de bomberos, es decir, para la 
seguridad en esa materia en el ámbito de la Presidencia; y $ 389.660 para la gestión del expediente 
electrónico, esto es, el mantenimiento de este proyecto de gestión del expediente electrónico. 


A su vez, en este artículo, y vinculado con el Instituto Nacional de Estadística, se encara el tema de las 
encuestas y de los ajustes para la contratación de funcionarios zafrales. También se asignan recursos para la 
Encuesta Continua de Hogares, ajustada a la realidad de las bases del índice medio de salarios públicos y del 
IPC, autorizándose -como acabo de decirles- la contratación de funcionarios zafrales. 


En el artículo 19, vinculado con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, se autoriza una partida anual de 
$ 6:500.000 como contrapartida para gestionar convenios de cooperación con la Universidad de la República. 


De este punto deberíamos saltar a los artículos 51 y 52, que establecen la creación de la Agencia para el 
Gobierno Electrónico y la Sociedad de la Información -AGEST-, órgano desconcentrado de la Presidencia de 
la República, que funcionará en la órbita de la OPP. Se establece que contará con un Consejo Directivo 
Honorario y tres Consejos Asesores del sector público, de la academia y de la industria, y tendrá una función 
de alta prioridad para la dirección ejecutiva. Se le asigna un presupuesto anual equivalente a US$ 500.000 y 
se establece que el Poder Ejecutivo remitirá en su oportunidad a la Asamblea General la estructura 
organizativa y de puestos de trabajo, previo asesoramiento de la OPP, de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación, disponiéndose que todo ingreso a esta dependencia será por 
concurso. 


También vinculado con la OPP tenemos el artículo 53, cuya temática es la transformación de funciones de 
alta prioridad. En este artículo se establece que se transforma la función de alta prioridad de Director del 
Programa de Inversión Social en la de Director de Desarrollo Local. 


Finalmente, los artículos 97 al 102, relacionados con la URSEC. Como ustedes saben, desde la aprobación de 
la Ley de Presupuesto esta Unidad Reguladora se vincula con el Ministerio de Industria, Energía y Minería y, 
por ende, no tendría mayor sentido considerarla en esta órbita; sin embargo, dado que ahora este organismo 
tiene una suerte de doble vinculación porque su ley de creación -que no ha sido derogada- estipula que 
funciona en el ámbito de la Presidencia de la República, abordaremos estos artículos referidos a la URSEC, 
cuyo Presidente tenemos el honor de que también esté con nosotros. 


En el artículo 97 se establece la tabla de sueldos para esta Unidad Reguladora y se fijan sus retribuciones a 
igual nivel que para la URSEA; es decir que hay una equivalencia entre las retribuciones de ambas Unidades 
Reguladoras. En cuanto al personal en comisión -que es bastante-, se le concede la opción de incorporarse 
definitivamente como funcionarios de la URSEC hasta el 31 de diciembre de 2008. Se dispone que quienes 
hoy están prestando funciones en la URSEC quedan habilitados para concursar por los nuevos cargos que se 
crean en forma definitiva y se prevén los créditos necesarios para el funcionamiento de la Unidad Reguladora 
por el bienio 2007-2009. 


También en cuanto a los funcionarios de la URSEC, el artículo 98 establece que los provenientes del 
Ministerio de Defensa Nacional que cumplan los requisitos de nivel de suficiencia y perfil podrán acceder a 
los puestos de la nueva estructura, previo concurso; quienes no cumplan los requisitos mantendrán de todas 
maneras su calidad de contratados o presupuestados y su remuneración. El cargo en la nueva estructura se 
asignará según el perfil que en su momento se defina y las funciones de dirección superior serán contratadas 
y se proveerán sólo por concurso abierto. 


En el artículo 99, vinculado también con la URSEC, se regula la situación de los becarios y pasantes, 
asignando $ 1:350.00 anuales para su contratación. 


Finalmente, en los artículos 100 al 102 se estipula un ajuste de competencias para la URSEC. En ese sentido, 
en el artículo 100 se realizan dos agregados a lo que en su momento dispusiera el artículo 90 de la Ley 
N? 17.296, y le atribuye como competencia dictar normas generales e instrucciones particulares que aseguren 


el funcionamiento de los servicios comprendidos en la competencia, con arreglo a lo establecido por las 
políticas sectoriales y los objetivos enunciados en la propia ley, pudiendo requerir a los operadores y agentes 
postales del sector público y privado todo tipo de información para el cumplimiento de sus fines. 


A su vez, la misma disposición establece alguna sustitución de algunos de los literales - siempre nos 
movemos en el ámbito de la materia de competencia, de la URSEC-; lo mismo ocurre, en definitiva, con los 
artículos 101 y 102, que crean la tasa de control del marco regulatorio de comunicaciones. Son disposiciones 
muy específicas. Creo que si hay dudas por parte de los señores Diputados, las debe responder el Presidente 
de la URSEC, que está más habilitado que quien les habla para dar una explicación minuciosa. 


De modo que si el señor Presidente está de acuerdo, y antes de los quince minutos que generosamente me ha 
asignado, concluyo la presentación general y resumida de estos artículos. Los diversos integrantes del equipo 
quedamos a disposición para responder las preguntas que los señores legisladores deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previamente a dar paso a las preguntas de los señores Diputados, quisiera 
que el doctor Fernández se detuviera en el artículo 100, tal cual salió del Senado. Como observará, la 
redacción está bastante desordenada. Arriba se establece: "Agréguese al artículo 90", etcétera, y luego, 
en el medio, se determina: "Sustitúyese los literales Ñ) y T) del artículo 86", etcétera. 


Estaríamos planteando dividir este artículo en dos, es decir, que el primero diga: "Sustitúyese los literales Ñ) 
y T) del artículo 86" y otro artículo que establezca: "Agréguese al artículo 90 de la Ley_N* 17.296", etcétera. 
Esa sería una modificación. 


También debemos hacer una consulta con respecto al artículo 102. Las comillas terminan en la palabra 
"República", en el tercer parágrafo. La consulta es si las comillas no deberían terminar en la palabra 
"comunicaciones", es decir, en el penúltimo parágrafo. También en este caso estaríamos planteando dividir el 
artículo en dos, y entonces el que dice "Deróguese", etcétera, quedaría en otro artículo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Estoy completamente de acuerdo y creo que es de buena técnica legislativa. 


Desde el punto de vista de la técnica legislativa, como bien dice el señor Presidente, el artículo 100 establece, 
por un lado, agregados -esto es, incorporaciones- y, por otro lado, sustituciones; solo que los agregados con 
los que comienza el artículo son al artículo 90 de la Ley N* 17.296, y las sustituciones son al artículo 86 de la 
Ley N* 17.296. Debemos seguir el orden cronológico de la ley sustituida o cuyo texto se reemplaza. Por 
ende, yo sugiero que la primera norma comience por la palabra "Sustitúyese", en donde se hace referencia a 
los literales Ñ) y T) del artículo 86, y la segunda norma establezca: "Agrégase al artículo 90", etcétera. De 
modo que estoy completamente de acuerdo. 


Por las mismas razones de técnica legislativa, coincido con el señor Presidente en que en el artículo 102, 
donde conforme reza el acápite se hace una nueva sustitución, el texto sustituyente -que reemplaza al 
sustituido- debe ir todo entrecomillado. Por ende, el cierre de las comillas no debería estar en la palabra 
"República", al final del inciso tercero, sino que a mi juicio debiera estar en la palabra "comunicaciones", al 
final del inciso séptimo. 


La frase final, que no es una sustitución, sino una derogación de un artículo de otra ley -el artículo 102 
comienza sustituyendo al artículo 197 de la Ley N* 17.930-, es decir, del artículo 140 de la Ley N* 16.170 en 
la redacción dada por el artículo 119 de la Ley_N? 16.736 -quiere decir que no es la misma ley-, justificaría 
crear una norma especial desde el punto de vista de la técnica legislativa para mejorar la claridad. Sí debo 
decir que aunque así quedara y así fuera aprobada, obviamente tiene valor jurídico, pero por un problema de 
claridad coincido con las dos apreciaciones del señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por último, nos gustaría que el doctor Fernández se refiriera al artículo 111, 
que crea un Fondo de Bienes Decomisados de Drogas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Tiene usted razón. El artículo es muy sencillo y de algún modo venía 
anticipado por una norma de carácter programático que fue establecida en la Ley de Presupuesto. Se 
trata de la creación de un Fondo con recursos que provienen del producto de bienes que son objeto de 


decomiso, confiscación y ulterior ejecución forzada de bienes propiedad de personas vinculadas con el 
narcotráfico. La norma establece que este Fondo se integra con el producido de la venta, la renta o los 
intereses de los bienes que sean decomisados en procedimientos judiciales que se realicen para 
combatir el tráfico de drogas o delitos vinculados para financiar las actividades establecidas para la 
Junta Nacional de la Droga por el viejo Decreto-Ley de estupefacientes con su modificativo. 


No es nueva la facultad de decomiso, de confiscación, que de acuerdo con el procedimiento ordinario, sigue 
en el camino luego de la ejecución forzada. Lo que es nuevo es la creación de un fondo al cual se destinan los 
recursos provenientes de la ejecución forzada sobre dichos bienes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI.- Damos la bienvenida a los integrantes de la delegación de la Presidencia de la 
República que nos visitan. 


Antes que nada, quisiera hacer un breve comentario. Más allá de la brevedad que puedan tener los artículos 
de cada uno de los Incisos que comparecen a la Comisión, nosotros tenemos que referirnos también a la 
Rendición de Cuentas, que no es el ajuste presupuestal, sino básicamente lo contenido en el articulado, a 
veces breve y a veces hasta inexistente. Por eso quiero preguntar algunas cosas relativas a lo que se 
comprometió en el Presupuesto Nacional. Luego, quizás haga algunas preguntas generales vinculadas con 
este articulado que entrará a regir a partir del 1? de enero de 2007, en términos generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Gandini tiene razón en lo que ha manifestado. Ese es el 
sentido de la comparecencia. 


SEÑOR GANDINI.- Preferiría que diéramos tiempo a las delegaciones - el señor Presidente está muy 
exigente con el horario- para que nos comenten qué han hecho, y no solo lo que viene aquí, pero creo 
que quince minutos nos les va a dar. Ahora lo vamos a hacer igual, porque iremos preguntando 
concretamente. 


En el Presupuesto Nacional se crean varios cargos de confianza en este Inciso "Presidencia de la República". 
Particularmente, el artículo 51 crea el cargo de Director General de Servicios de Apoyo. Me gustaría saber si 
ya fue designado y quién es, o sea, cuál ha sido la modificación en esa área. 


Por otra parte, el artículo 54 transforma un cargo y crea el de Director de Área de Comunicación de la 
Presidencia de la República bajo la supervisión -creo- del señor Prosecretario. Hago la misma pregunta. 


El artículo 56 del Presupuesto crea también otro cargo de confianza en el programa de determinación y 
aplicación de la política de Gobierno: el de Coordinador de Servicios de Inteligencia del Estado, tema que sin 
duda es sensible y que apoyamos y votamos.Entendimos pertinente que si el señor Presidente de la República 
entendía necesario crear un cargo bajo su directa supervisión, que unificara la política de inteligencia o el 
contralor - ya que estaba bajo su directa coordinación-, eso debía acompañarse. El propio señor Secretario de 
la Presidencia de la República, aquí presente, aceptó algunas sugerencias que le hicimos para modificar el 
artículo. Por lo tanto, me gustaría saber cuál ha sido el desarrollo de esta decisión presupuestal, si se ha 
nombrado, quién es y cuáles han sido las principales líneas que se han instrumentado en esta materia. 


Luego hay una serie de decisiones que establece el Presupuesto a partir del artículo 59, vinculadas a 
compensaciones especiales para el cuerpo de seguridad o el servicio de seguridad presidencial. 


En el artículo 62 hay una partida importante, especial, por lo que nos gustaría saber a cuántas personas ha 
llegado y cómo se ha determinado esa partida de $ 8:000.000. 


También hay otras partidas destinadas al Programa vinculado a gastos de funcionamiento de la Secretaría 
Nacional de la Droga. 


Luego quisiéramos hacer algunas preguntas sobre la URSEC, aunque no teníamos previsto que nos visitara 
en el día de hoy, pues en el repartido que nos hizo el señor Presidente de la Comisión, y que aprobamos en 


Sala, se establecía que la URSEC venía en otra ocasión, independiente, si mal no recuerdo; creíamos que 
íbamos a tener una sesión especial sobre la URSEC. No habíamos preparado este tema para el día de hoy y 
nos sorprende que esté presente en la Comisión. De todas formas, en el transcurso de la sesión lo iremos 
viendo. Quizás los invitamos para que vuelvan. 


Quería hacer estas preguntas vinculadas a algunos artículos aprobados en el Parlamento en ocasión de 
considerarse el Presupuesto, para luego seguir con otros, que motivarán diferentes preguntas de nuestra parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A efectos de responder, en caso de que el doctor Fernández considere 
oportuno ceder la palabra a otros integrantes de la delegación, daremos trámite a ese proceder. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Respondiendo la pregunta que dice relación con los cargos mencionados por 
el señor Diputado Gadini, si no recuerdo mal, en orden cronológico él se refirió a la Dirección de 
Servicios de Apoyo. Cuando el año pasado vinimos a esta Comisión explicamos que se trataba de crear 
en el seno de la Presidencia de la República - al igual que en toda Secretaría de Estado- un cargo que 
faltaba, que es una especie de Director General de Secretaría, que en el "nomen juris" es División de 
Servicios de Apoyo. Ese cargo ha sido llenado a través del doctor Álvaro Richino, aquí presente 
integrando la delegación. 


El segundo cargo que menciona el señor Diputado Gandini tiene que ver con el Director del Área de 
Comunicación Social, que probablemente será designado en estos días, después de una búsqueda que ha 
hecho personalmente el señor Presidente de la República sobre quién puede ser el candidato -por su perfil 
técnico-, para ocuparlo: me refiero al señor Gerardo Bleier. 


Con respecto al tercer cargo, que es el vinculado al Coordinador de Inteligencia, debo decir que aún no ha 
sido llenado. Ese cargo presenta algunas características peculiares y no bien sencillas de resolver pues, por un 
lado, tiene que tratarse de una persona que conozca algo de los temas de inteligencia y, por otro lado, tiene 
que coordinar servicios de inteligencia, concretamente, la DINACTIE y la Dirección Nacional de Información 
e Inteligencia, a cuyo frente se hallan funcionarios de alto rango jerárquico. En estos momentos al frente de la 
DINACIE hay un Contralmirante y al frente de la Dirección Nacional de Información e Inteligencia un 
Inspector Principal o Inspector Mayor. El requisito del cargo es que además de ser un especialista en 
Inteligencia, tenga un rango jerárquico compatible con esos funcionarios. El señor Presidente de la República 
eligió a un General que recientemente pasó a retiro, pero luego de meditarlo, este General decidió que no 
estaba en condiciones de aceptarlo porque, precisamente, su especialidad había sido -en lo fundamental- las 
misiones en el exterior, por lo que con relación a inteligencia no se sentía seguro. Por lo tanto, ese cargo aún 
está vacante. 


Hasta aquí es lo que puedo explicar. La cuarta pregunta, vinculada a la contratación de funcionarios, creo que 


puede ser evacuada con mayor precisión que por quien habla, por el Director de Servicios de Apoyo, doctor 
Alvaro Richino. 


SEÑOR RICHINO.- ¿Podría señalárseme el artículo, por favor? 
SEÑOR GANDINI.- Del artículo 59 en adelante. 


SEÑOR RICHINO.- El artículo 59 de la Ley_N” 17. 930, Presupuesto Nacional, refiere al cargo de 
Coordinador de los Servicios de Inteligencia del Estado, sobre el que ha hecho referencia el señor 
Secretario de la Presidencia de la República. 


El artículo 60 refiere al Servicio de Seguridad Presidencial. 
Quisiera saber cuál es la solicitud de aclaración. 
SEÑOR GANDINI.- Probablemente no esté señalando exactamente el artículo; tengo el Repartido 


aprobado y quizás los artículos hayan sido renumerados en la ley, que en estos momentos no la tengo 
en mi poder. 


Me refiero al artículo que establece lo siguiente: "La Presidencia de la República asignará al personal del 
Servicio de Seguridad Presidencial, en base a pautas objetivas y a las responsabilidades a reglamentar [...]", 
etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE. Permítame, señor Diputado; se refiere al artículo 62. 


SEÑOR RICHINO.- En enero de este año se procedió a reglamentar esta disposición mediante un 
decreto del Poder Ejecutivo, en el que se establecen los cometidos a cumplir por parte del Servicio de 
Seguridad Presidencial, la definición de las funciones a su cargo, y por resolución del Presidente de la 
República se estableció lo referente a las compensaciones establecidas en la segunda parte del primer 
inciso del artículo 62. No recuerdo de memoria, pero creo que es el Decreto N” 79/006. Eso podría 
confirmarse y hacer llegar la información al señor Diputado. 


SEÑOR GANDINLI.- Hice algunas otras preguntas vinculadas a este tema. Hablé sobre lo que creo debe 
ser el artículo 65, que sustituye al artículo 83 de la Ley_N” 16.736, asignando una partida anual de 
$ 8:000.000 a los efectos de atender erogaciones que demande la contratación de personas que, en 
calidad de adscriptos, colaboren directamente con el Presidente de la República. 


Nos gustaría saber cuántas personas han sido contratadas en esa condición y, sobre todo, quiénes son. 
Además, quisiéramos tener información sobre cómo se contrataron y cuáles son los montos de las 
compensaciones. Dimos una autorización; nos gustaría conocer los contenidos de la resolución. 


SEÑOR RICHINO.- El artículo 65 modifica en algún aspecto el artículo 83 de la Ley_N* 16.736, 
correspondiente al Presupuesto quinquenal del período 1995-2000, de 5 de enero de 1996. 


Hay dos diferencias con el texto original. La primera tiene que ver con el monto. En realidad, el monto 
originalmente asignado en la Ley N” 16.736 era de $ 3:500.000, cifra que se actualizó periódicamente en 
función de los incrementos del índice de precios al consumo, como oportunamente fue establecido. Aquí 
simplemente se hizo una asignación diferencial en función de que, además, se añaden como cargos que 
pueden contratar adscriptos los de Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República. No se trata de 
un instituto nuevo sino de un ajuste en algunos aspectos muy parciales de la figura de los contratos de 
adscripción a la Presidencia de la República. De acuerdo con el texto legal, estas personas no tienen la 
calidad de funcionarios públicos, pero sí se desempeñan en función de dependencia, en razón de 
disposiciones adoptadas por el Banco de Previsión Social en materia previsional. 


En cuanto a los criterios, estas personas fueron seleccionadas en función de sus cualidades y por su cercanía, 
fundamentalmente, al Presidente de la República, quien ha contratado a la mayoría de los que se desempeñan 
en calidad de adscriptos a la Presidencia. Por lo tanto, las condiciones son evaluadas por cada uno de los 
jerarcas titulares de los cargos que pueden propiciar este tipo de contrataciones. Esto no depende de la 
Dirección General a mi cargo, que se encarga de instrumentar los aspectos administrativos y no de efectuar 
las selecciones de personal. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de la delegación. 
Una de las maneras que tenemos de enterarnos de algunas cosas es preguntándoles cuando están acá, 
porque hay aspectos que no trascienden o no nos llegan los comunicados. 


Voy a ampliar un poco la pregunta. Quisiéramos saber quiénes son los adscriptos que ha nombrado la 
Presidencia, es decir, el nombre de esas personas, para qué tarea fueron designadas y cuál es su 
remuneración, porque se está rindiendo cuenta de algo que se hizo. Se trata de dineros públicos asignados al 
Presidente de la República -siempre se le asignaron; no es ese el tema- para que realice adscripciones y 
contrataciones. 


Entonces, quisiéramos saber a quiénes contrató, para hacer qué y qué sueldos les están pagando: esta es la 
pregunta concreta. La formulamos y esperamos respuesta en el día de hoy, porque esta misma pregunta se 
realizó en el Senado y no fue contestada. En ese momento, el señor Secretario de la Presidencia dijo que no 


tenía la lista o algo por el estilo. Quisiéramos saber si ahora la tienen y, en caso contrario, si nos la podrían 
enviar esta tarde. 


SEÑOR RICHINO.- Con mucho gusto en el correr de esta tarde puedo hacer llegar a la Comisión la 
lista íntegra de las personas contratadas, las fechas de ingreso, su condición de contrato de adscripción 
y las remuneraciones correspondientes. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero hacer un agregado que, a lo mejor, satisface parcialmente la inquietud 
del señor Diputado González Alvarez. Obviamente, hoy de tarde la Comisión tendrá la nómina de 
funcionarios que pide. 


De memoria, no puedo recordar quiénes son las personas contratadas ni cuáles son sus remuneraciones, pero 
para despejar sombras, dudas o legítimos equívocos, voy a poner un ejemplo. Este debe ser el único país del 
mundo en el que el Presidente de la República, fuera de este mecanismo del contrato de adscripción, no 
puede designar su secretaria administrativa. Entonces, sé que dos o tres de los contratos de adscripción tienen 
que ver con el personal de secretaría administrativa que trabaja directamente con el Presidente de la 
República en Suárez. Ese es un ejemplo de los destinos de algunos de los contratos de adscripción. 


En lo personal, también quiero decirles que la Secretaría de la Presidencia de la República no ha contratado 
por sí ni un solo funcionario bajo este régimen. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Es cierto lo que dice el Secretario de la Presidencia. Precisamente, 
se da esta partida de adscripción porque el cargo de Presidente de la República es temporal y no sería 
correcto que un Presidente designara en forma permanente una secretaria, ya que quien le suceda 
puede querer otra. Entonces, se otorga esta partida -que es importante- al Presidente de la República 
para que contrate secretario, asesores o lo que crea que debe tener y no encuentra en la órbita del 
Estado. 


Nuestra intención era saber -ya nos han prometido que esta tarde tendremos toda la nómina- cómo se utilizó 
esa importante partida de la que dispone la Presidencia de la República y a quiénes se contrató. Compartimos 
lo que dice el doctor Fernández en cuanto a que el Presidente de la República utiliza esta partida para llenar 
esos vacíos, que para mí está bien que existan, porque no es correcto que un Presidente designe en forma 
permanente una secretaria y quien lo suceda deba utilizar sus servicios. 


SEÑOR GANDINI.- Vamos a solicitar que se incorpore a la versión taquigráfica la información que 
nos remitirán esta tarde, dado que la consideramos importante; ya se han hecho aquí manifestaciones 
del porqué. Se trata de casi $ 700.000 mensuales; es decir que es una partida muy importante. La 
calidad de los adscriptos es, fundamentalmente, la de cargo de particular confianza política, cosa que 
no podría ser de otra manera. Pero debemos conocer cuántos hay, quiénes son y qué remuneraciones 
perciben, ya que los cargos de particular confianza política están regulados legalmente en sus 
funciones, destinos, responsabilidades y remuneraciones. Para conocer esa información debemos 
acceder a ese listado. 


También quiero hacer una pregunta con respecto a la disposición -seguramente, en la Ley debe ser el 

artículo 72- por el que se faculta al Poder Ejecutivo a contratar hasta veintiún funcionarios con cargo al 
crédito asignado al Programa de Apoyo al Sector Productivo. Supongo que se trata de la regularización de un 
programa que ya estaba funcionando. 


Me gustaría saber si el Poder Ejecutivo hizo uso de esa facultad que la Ley le otorga y, de ser así, en qué 
forma lo hizo 


Esta es la última pregunta vinculada a las normas que contiene el Presupuesto Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que previo a finalizar esta sesión pondrá a votación la 
solicitud de que la lista se incorpore a la versión taquigráfica. 


SEÑOR GANDINI.- Eso no es necesario. En caso contrario, cuando la lista llegue, la leeré y quedará 
incorporada. Pienso que es más fácil que la Mesa la incorpore cuando llegue. Estas cosas no se votan, 
pero si el Presidente quiere, lo hacemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, señor Diputado, pero si nos vamos a poner tan formarles, debería 
decirle que no le van a poder contestar la pregunta que acaba de formular porque usted se refirió al 
artículo 72 y, en realidad, se trata del artículo 73. 


SEÑOR GANDINI.- Queda la constancia en la versión taquigráfica, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos al señor Secretario de la Presidencia que se refiera al artículo 73. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Más allá de la numeración del artículo, es una norma vinculada a la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. Por ende, cedo la palabra al economista Carlos Viera, Director de 
Planeamiento y Presupuesto, a fin de que responda la inquietud formulada por el señor legislador. 


SEÑOR VIERA.- Estos funcionarios están aplicados a un programa de desarrollo productivo, 
correspondiente a la Unidad DIPRODE, Dirección de Proyectos de Desarrollo. Ellos tienen el cometido 
de analizar los proyectos de inversión que provengan de las Intendencias Municipales, en el marco del 
Fondo de Desarrollo del Interior -FDI- y, además, están aplicados a dos programas que también hemos 
estado intentando desarrollar: el de microfinanzas y articulación productiva, y el de "clusters" o 
conglomerados. 


Estos funcionarios ya estaban trabajando en la Oficina; eran técnicos que tenían esos cometidos. 


Lo que se está haciendo con esta disposición es admitir la nueva contratación de estos mismos funcionarios o 
de otros en el caso de que algunos de ellos, por alguna razón, no estén en condiciones de ser renovados en sus 
cargos. Generalmente, ha recaído sobre los mismos funcionarios que estaban trabajando, cuyos contratos 
venían de antes y que, por la forma en que estaba establecida la contratación, cesaban. Por lo tanto, hubo que 
establecer esa norma sustitutiva. 


De paso, también digo que esa norma tenía un problema formal de redacción. Hubo que buscar mecanismos 
para superar ese problema; de manera que las contrataciones demoraron en concretarse por esa razón. Al 
igual que el caso que se planteaba anteriormente, no tengo inconveniente en remitir la nómina de los 
funcionarios y sus remuneraciones, y la vigencia de los contratos que están en tránsito. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero plantear una cuestión de orden. 


Toda oportunidad de intercambio es siempre bien interesante, pero es obvio que buena parte de las preguntas 
que se han formulado corresponden al presupuesto que votamos el año pasado, que se empieza a ejecutar este 
año y que va a venir rendido en la Rendición de Cuentas del año que viene. O sea que la Rendición de 
Cuentas de 2006, año en que empezamos a ejecutar el presupuesto, se va a tratar en 2007. Por lo tanto, de 
alguna manera, me parece que estamos fuera de tema. En realidad, lo que estamos considerando ahora es lo 
que se ejecutó, lo que pasó en el Ejercicio 2005. Lo que se haga con las autorizaciones presupuestales que 
empezaron a regir este año y que están inconclusas porque todavía no ha terminado el ejercicio, va a integrar 
la Rendición de Cuentas del año que viene, que es cuando vamos a analizar y a preguntar todo esto. 


Lo quiero dejar sentado. No recordaba estos artículos que se mencionaban, pero me queda claro que, más allá 
de que se nos den las nóminas de las personas contratadas, son cargos de confianza y, por lo tanto, se tiene la 
absoluta libertad para contratarlos como se quiera -por eso son cargos de confianza- aunque, en realidad, no 
corresponden al tema que nos convoca. Si vamos a aplicar este criterio en todos los incisos, realmente creo 
que el tratamiento del tema que sí nos convoca, que es la Rendición de Cuentas de 2005, va a tener bastantes 
retrasos. 


SEÑOR ASTI.- Quería hacer exactamente la misma precisión formulada por la señora Diputada 
Charlone. Solicito que nos ciñamos al orden del día. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Saludo a la delegación; es un gusto tenerlos acá para recibir información 
sobre temas que nos importan. 


Quiero hacer un muy breve comentario sobre lo expuesto por la señora Diputada Charlone y que parece que 
también tenía en mente el señor Diputado Asti. 


Yo creo que es así, que estamos en la Rendición de Cuentas del año 2005 y no de 2006; pero nosotros no 
tenemos muy seguido la suerte de recibir en este ámbito a esta delegación tan completa. Asimismo, quiero 
resaltar la actitud de la delegación, en el sentido de haber contestado todo lo que se le preguntó. Me parece 
que es una cosa bien positiva. Cuando hay información para dar, como en el caso de las preguntas de los 
señores Diputados Gandini y González Álvarez, cuando los nombramientos ya se hicieron, es bueno que el 
Parlamento lo sepa. Así que simplemente quería resaltar la actitud positiva de la delegación. Seguramente, 
esta tarde contaremos con la información que, quizás, no esté dentro del tema en cuestión, pero que es bien 
valiosa para todos nosotros. 


SEÑOR MACHADO.- Saludo a la delegación. Concretamente, queremos preguntar sobre el 
artículo 4”, por el que se crea el Proyecto de Inversión N” 970, Desarrollo del Sistema Nacional de 
Inversiones Públicas y se destina una importante partida de $ 1:200.000 para el período 2007-2009, que 
es contrapartida local. 


Deseo que nos expliquen cuáles son las finalidades de este proyecto y si no se superponen con otras áreas del 
Estado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Es una norma vinculada a la OPP. Por ende, solicito que sea contestada por 
su Director. 


SEÑOR VIERA.- Se trata de un programa cuyo objetivo es diseñar -como dice más adelante- un 
sistema nacional de inversión pública. Es algo que está siendo aplicado en muchos países. Es un 
relevamiento de todos los proyectos que emerjan de las distintas dependencias del sector público para 
tener una idea consolidada del conjunto de dichos proyectos, a efectos de que la inversión pública 
pueda establecer prioridades entre ellos, acordes con un plan general que el país está al mismo tiempo 
diseñando. 


Entonces, se trata de aportar las contrapartidas nacionales para que pueda ejecutarse un crédito que viene del 
BID. De manera que radicaríamos en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto una unidad que podría tener 
una información valiosísima para la toma de decisiones en materia de un área tan importante como la 
inversión pública. Además, seguramente va a ser un elemento que pueda darse al Parlamento en términos 
concretos, con un detalle mucho mayor sobre los proyectos de inversión. Esto no se superpone con ninguna 
otra actividad. Es una técnica que se recomienda a nivel internacional y que la están practicando muchos 
países. Nosotros estamos decididamente empeñados en llevarla a cabo. 


Por otra parte, destaco que la partida no es de un volumen considerable. Estamos hablando de $ 1:198.000. 
En este terreno, aparentemente, no es una cifra grande con relación a un crédito de U$S 700.000 que 
provendría del exterior. 


SEÑOR BOTANA.- Entre las preguntas que formuló el señor Diputado Gandini hay algunas referidas 
al último Presupuesto que votamos, es decir, 2006-2010. En términos de exactitud y de precisión 
corresponde la razón a la afirmación de la señora Diputada Charlone. No han sido todas las preguntas 
del señor Diputado Gandini referidas a ese Presupuesto; algunas fueron referidas al Presupuesto 2000- 
2005 y a la existencia de determinados rubros que si bien se reeditaron en el Presupuesto 2006-2010, ya 
estaban presentes en el período anterior, y ahora cobraron nueva dimensión. 


Esta precisión bien vale, en la medida en que da validez a la mayoría de las afirmaciones y de las respuestas 
que ha dado la delegación de Presidencia. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una precisión respecto a lo que manifestaba la señora Diputada 
Charlone. Los cargos de particular confianza política - así denominados legalmente- son creados todos 
específicamente por ley y además - así lo hizo la Ley de Presupuesto; los estableció uno a uno- se 
establece en cuál de los literales de la norma que los rige y que regula sus remuneraciones revisten 
cada uno de esos cargos. Los que estableció el Presupuesto para el Presidente de la República son 
adscripciones, que revisten otra calidad, y que están regulados específicamente para este caso; no son 
cargos de particular confianza política. Si así lo fueran, excederían el mandato del Presidente hasta que 
se derogara la ley. No hay cargos de confianza para un Presidente o para un Gobierno: están en la ley. 


Ahora, quisiera referirme a algunos de los artículos a los que hizo referencia el Secretario de la Presidencia. 


El artículo 18 prevé una partida de $ 2:376.000 para una publicación mensual. Parece ser la revista de las 
buenas noticias que el Gobierno ha anunciado, dadas las dificultades que, según la propia versión 
presidencial, hay para trasmitir determinados logros del Gobierno. Queríamos saber si es así, y si hay una 
partida, que se nos diga a qué se va a asignar: a salarios, a imprenta. 


Además, nos gustaría conocer cuándo empieza a regir esto. Planteo esto porque la ley presupuestal o la 
Rendición de Cuentas establece que, salvo que el artículo lo diga, todas comenzarán a regir el 1” de enero de 
2007. Según dice la prensa, la revista ya está impresa y se va a repartir en estos días, y falta bastante para el 
19 de enero de 2007. Por tanto, nos gustaría saber - dado que acá preocupan los tiempos de si es Rendición de 
Cuentas de 2005 o Presupuesto- cómo es que ya está gastado algo que todavía no se aprobó gastar; ya está 
resuelto algo que todavía el Parlamento no aprobó. Me pregunto, si el Parlamento no debería aprobarlo ¿por 
qué está acá? 


Para aclarar estas cuestiones temporales que no son de detalles sino de marco legal y, además, en qué se 
aplicará esta importante partida de esta revista, es que trasladamos la pregunta a la delegación. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Efectivamente, entre los créditos que prevé el artículo 18, hay una partida 
para la edición de una revista. El primer número - el número piloto-, con un tiraje muy reducido ya ha 
sido editado pero, obviamente, no con cargo a estos rubros porque no existen, puesto que todavía no ha 
sido votada ni aprobada la ley, sino asignando recursos que ya tenía la Presidencia de la República, 
específicamente destinados a lo que se denomina el área de comunicación social de la Presidencia. 


La partida que aquí se prevé, básicamente, tiende a costear el precio de la edición, es decir, impresión y 
tipografía de la revista, y creo que el salario de las dos personas a cargo. 


Yo quisiera quitar todo adjetivo sobre buenas o malas; es una publicación periódica en la que se difunden las 
noticias que el Poder Ejecutivo estima pertinente que lleguen a la mayor difusión y conocimiento público. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En el artículo 18 se asignan una serie de partidas muy importantes 
para el Instituto Nacional de Estadística, para las encuestas de hogares, etcétera. Va a haber un cambio 
en los índices de salarios y en los índices de ocupación, es decir, una serie de cambios en las bases. No 
hablamos de las partidas porque no tenemos manera de evaluar si son suficientes o insuficientes; eso lo 
veremos en la próxima Rendición de Cuentas. 


De todos modos, quisiéramos saber cuál es la metodología que se va a usar para implementar estos cambios 
en las bases. No pretendo que me lo digan hoy, porque puede resultar muy arduo y complicado, pero quizás 
nos puedan hacer llegar cuál es la metodología actual para determinado índice y cuál es la proyectada. 


También me gustaría saber si durante un tiempo prudencial - dos, tres o cuatro años- se van a seguir 
manteniendo las dos mediciones. Digo esto porque si cambiamos una por otra, puede traer graves problemas 
- a mi juicio- para la gente que hace comparativos. Puede suceder que se compare un índice que fue calculado 
de determinada manera con otro que será calculado de una forma diferente. Nuestra pregunta es por qué se 
van a cambiar las bases de los índices; imagino que una de las respuestas será que ello se debe a que los 
tiempos cambian y todo evoluciona. De todas maneras, quisiéramos saber cuál es la metodología y si se va a 
continuar con los dos de forma paralela durante cierto tiempo para que las mediciones puedan tener valor. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- A los efectos de poder contestar de inmediato la inquietud del señor Diputado 
y sin que sea necesario diferirlo hacia el envío de documentación en la tarde de hoy, pido que se me 
autorice a ceder la palabra a la Directora del Instituto Nacional de Estadística, economista Melgar. 


SEÑORA MELGAR.- Quiero referirme a ambos cambios de metodología o de base, y hay razones 
diferentes. 


En el caso del índice medio de salarios, la antigua metodología, y la base -que se encuentra en la página web 
del Instituto y que podemos remitir a la Comisión si así se estima conveniente- corresponde a 2002, tanto 
para el sector público como para el privado. Luego de las grandes fluctuaciones económicas que han existido 
a partir de 2002, tenemos la convicción de que esos índices se encuentran desactualizados en cuanto a sus 
ponderaciones y metodologías. 


En el sector privado, además, tenemos el agregado de que han surgido los Consejos de Salarios que cambian 
bastante la forma de otorgar los salarios, las ponderaciones. También ha cambiado la ponderación de las 
clases, en el sentido de actividad económica. Por lo tanto, debemos, necesariamente, actualizar tanto las 
categorías como la forma de relevar los salarios, así como las ponderaciones que corresponden a los grupos 
de actividad económica. La metodología que se va a utilizar no va a ser demasiado diferente a la anterior 
porque, obviamente, existen muchas disposiciones o una gran experiencia a nivel internacional solo vamos a 
usar datos nuevos de la realidad, que surgen a partir del año 2002; en este caso, pondremos como base los 
años 2004 y 2005. Efectivamente, esta va a ser nuestra forma de trabajar y vamos a comenzar el año que 
viene. 


Por otra parte, es claro que el índice de precios al consumo ya está obsoleto; se basa en la encuesta de 
ingresos y gastos 1994-1995 que, sin duda, en términos de consumo, ha quedado bastante lejos de la realidad 
actual. Este año estamos llevando a cabo una gran encuesta de ingresos y gastos, lo cual nos va a permitir 
realizar una nueva ponderación para el índice de precios al consumo y, eventualmente, tener un índice de 
carácter nacional. En este momento el IPC responde exclusivamente a Montevideo porque se sacan precios 
exclusivamente de la capital del país, y las ponderaciones también corresponden a esta ciudad. Entonces, 
vamos a tener una nueva ponderación del índice de precios al consumo y se van a poder realizar canastas de 
consumo para todo el país o para varias zonas, así como también mediciones de los precios en estas áreas. 
Esto implica un cambio fundamental en ambos índices, y es válida la pregunta formulada por el señor 
Diputado González Álvarez con respecto a la continuación de ambos índices por varios meses; 
efectivamente, eso es lo que se estila. La base, seguramente, no va a estar pronta hasta el año 2008, porque 
estamos terminando ahora de hacer la encuesta de ingresos y gastos. Luego de esto habrá que realizar las 
ponderaciones para hacer el IPC y luego, en el año 2008, podremos tener una medición de las bases. Además, 
previamente es necesario hacer una encuesta de especificaciones para determinar en forma clara cuáles son 
los productos que van a estar en la canasta del índice de precios al consumo. 


Durante cierto tiempo -después veremos cuántos meses serán- se llevarán a cabo las dos mediciones para, en 
determinado momento, sustituir una por la otra, ajustando los datos que puedan surgir de la nueva medición. 
Si los señores Diputados lo creen conveniente podemos enviar las dos metodologías que se estaban utilizando 
pero, de todos modos, están disponibles en la página web del Instituto. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera hacer una consulta. 


En el día de hoy, entre los integrantes de la delegación están presentes funcionarios de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y tenemos algunas normas que afectan a la Presidencia y también a otros 
organismos. Por lo tanto, quisiera saber si vamos a tratar en este momento normas como la del artículo 34 o 
si quedarán para una comparecencia específica de organismos como la OPP o la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado lo apretado de la agenda -como usted conoce- nosotros preferíamos que 
las normas a que hace referencia fueran tratadas ahora e, inclusive, los temas referentes a la URSEC. 


SEÑOR GANDINI.- Esa no es la previsión que tenemos. El Presupuesto está lleno de normas que 
involucran a funcionarios públicos y, por lo tanto, hay una comparecencia prevista para la OPP y para 


la Oficina Nacional de Servicio Civil. Queríamos aclararlo porque nos llamó la atención que la URSEC 
hubiera desaparecido de la agenda. Por tanto, queremos plantear que para esos temas se mantenga a la 
OPP y a la Oficina Nacional del Servicio Civil y que la URSEC comparezca cuando estaba previsto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estaba prevista la comparecencia de la URSEC. 


SEÑOR GANDINI.- En la primera agenda creo que sí, pero puedo aceptar que me esté fallando la 
memoria. De todos modos, quisiera que se nos asegure que vamos a tener una comparecencia especial 
para tratar el tema relativo a los funcionarios públicos, porque así había sido acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La OPP no puede concurrir a la Comisión el jueves 14. Entonces, 
buscaríamos algún enroque para que pudiera asistir la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, si así lo solicitan los señores Diputados de la oposición. Lo que no 
teníamos previsto era la venida de la URSEC. Por lo tanto, solicito que se aproveche la presencia del 
señor León Lev y se le formulen las preguntas que se estime pertinentes. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.- Simplemente, quiero consultar al señor Secretario de la Presidencia 
quiénes son las personas que van a estar a cargo, o que están a cargo de la publicación periódica de la 
Presidencia de la República 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La única persona que va a estar a cargo, cumpliendo una tarea de armado de 
la revista, en el sentido de seleccionar el material -el discurso de algún Ministro o las noticias-, es la 
periodista Laura Cabrera, y creo que con ella colabora un funcionario administrativo. De todas 
formas, vamos a tratar de que en la tarde de hoy los señores Diputados reciban, junto con la 
información solicitada, un ejemplar de esa primera publicación piloto, que es una revista pequeña y de 
tiraje limitado, para que puedan conocer de qué se trata. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.- Quisiera saber si esa periodista ha sido contratada de alguna forma o lo 
será de acuerdo con el artículo 18. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No sabría decirle, pero creo que esta periodista va a ser contratada con cargo 
al artículo 18. La revista no comenzó a editarse; sólo se ha realizado ese número piloto. Como todos 
sabrán, en cualquier publicación periódica, hasta como modo de presentación, hay un llamado número 
cero, con un tiraje menor al habitual. Entonces, se espera la aprobación del proyecto para ponerla en 
marcha. Oportunamente, vamos a informar al respecto. Este no es un tema de mi área; la revista no 
depende de la Secretaría de la Presidencia. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Por lo que entendemos - surge de la respuesta del señor Secretario de la 
Presidencia de la República-, esta periodista sería contratada, en caso de aprobarse el artículo 18 en la 
Rendición de Cuentas, en el mejor de los casos a partir del 1” de enero de 2007. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Supongo que sí, pero no sé si no ha recibido un contrato de adscripción, 
porque está trabajando desde hace un par de meses para la edición de este número cero. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si está en esas condiciones, ¿vendrá en la información? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si está en esas condiciones, vendrá en la información correspondiente. En 
cambio, si no es así, será contratada con cargo a la partida del artículo 18. 


Quiero ratificar, tomando las palabras pronunciadas hace un rato, que cuando uno viene a este tipo de 
comparecencia espera que le pregunten sobre el texto aunque, legítimamente, los legisladores de la oposición 
pueden tener muchas inquietudes. Entonces, cuando repentinamente se hacen estas preguntas, quienes 
comparecemos no tenemos los elementos de juicio a la vista. 


Entonces, por lo menos en lo que hace a la Presidencia de la República, me permitiría sugerir un mecanismo 
muy sencillo que ya ha funcionado con muchos legisladores de la oposición: cuando algo les inquieta, sin 


necesidad de recurrir a la vía del pedido de informes formal, me llaman por teléfono e inmediatamente 
ponemos a su disposición los datos o documentos que sean necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De manera que vamos a hacer las consultas del caso. Quizás por una 
confusión, los Diputados de la oposición -concretamente, el señor Representante Gandini- pensaron 
que el Director de la URSEC, señor Lev, además de comparecer con la delegación de Presidencia, 
acudiría en otra oportunidad. De acuerdo con lo manifestado por el señor legislador, eso le ha 
impedido preparar las preguntas que deseaba formular. Entonces, si el señor Lev no tiene 
inconvenientes, la Presidencia haría las gestiones para que pueda concurrir a la Comisión en otro 
momento, de manera de satisfacer las preguntas que los Diputados estimen oportuno formular. 


SEÑOR LEV.- La técnica aplicada fue la misma que en el Senado. El Directorio de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Telecomunicaciones, acudió conjuntamente con el Inciso 02, pero siempre 
estamos a disposición del Poder Legislativo. No puedo garantizar que concurriré yo personalmente, en 
la medida en que tenemos otro tipo de compromisos nacionales e internacionales en los próximos 
quince días. En todo caso, siempre acudirán miembros del Directorio para garantizar que la Unidad 
Reguladora responda a las inquietudes del Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya se agradece su colaboración. 


La Mesa agradece la presencia de la nutrida delegación que nos ha visitado en el día de hoy, y aprovecha para 
recordar a los colegas que saben a qué me estoy refiriendo, que la Comisión estaba convocada para dar 
comienzo a la hora 9 y no a la hora 9 y 15 0 9 y 30. 


(Se adjunta documentación aportada por la Presidencia de la República:) 


Se pasa a intermedio hasta la hora 13 y 30. 
(Es la hora 10 y 33) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 13 y 30) 


(Ingresa a Sala una delegación del Tribunal de Cuentas) 


Damos la bienvenida a la delegación del Tribunal de Cuentas, integrada por el general contador 
Guillermo Ramírez -Presidente-, el contador Osvaldo Dohir -Director de la División Auditorías-, el doctor 
Manrique Eguren -Director de la División Jurídica- y la contadora Olga Santinelli, Directora de 
Departamento de Auditorías del Gobierno Central. 


La metodología que hemos adoptado en esta Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda da la 
posibilidad a quien preside la delegación de invitados de hacer una exposición de alrededor de quince 
minutos, en la que haga una referencia general y particular a los artículos que competen al Tribunal de 
Cuentas en esta Rendición de Cuentas. Luego daríamos paso a las preguntas de los señores legisladores que 
así lo deseen. 


SEÑOR RAMÍREZ.- He hecho llegar a usted una página conteniendo información que, de ser posible, 
sería deseable que estuviese en posesión de los señores miembros de esta Comisión al tiempo de iniciar 
la exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está en posesión de todos los señores legisladores. 
SEÑOR RAMÍREZ.- Gracias, señor Presidente. 


Me voy a referir concretamente al primer artículo del proyecto del Tribunal de Cuentas, que es el artículo 89 
que se incluyó en el Mensaje del Poder Ejecutivo y que, a su vez, el Senado aprobó con el número 124. Por 
supuesto que, concluido esto, quedaríamos a disposición para analizar aspectos que no han sido tomados en 
consideración cuando se concurrió al Senado, que dicen relación con el dictamen, el informe de auditoría que 
ha hecho el Tribunal de Cuentas y que ha remitido a la Asamblea General, conforme a lo que dispone la 
Constitución de la República, sobre la ejecución presupuestal del Poder Ejecutivo del Ejercicio 2005. 


El artículo 1%, del proyecto que presentara el Tribunal de Cuentas, establecía una partida de US$ 5:500.000, 
aproximadamente $ 136:000.000. Este artículo se remitió de conformidad con lo que establece el literal G) 
del artículo 211 de la Constitución, que dispone que es el Tribunal el que debe estructurar su presupuesto y 
remitirlo al Poder Ejecutivo que, con las modificaciones que estime del caso, lo remitirá conjuntamente con 
el suyo a la Asamblea General, estando a lo que esta resuelva. 


El Poder Ejecutivo, en este caso, en el artículo 89 -relativo al mismo asunto-, estableció tres partidas anuales 
de $ 24:170.000 cada una. Esto representa aproximadamente el 53% de lo que el Tribunal había solicitado. 


Por su parte, el proyecto que viene del Senado toma el mismo asunto en el artículo 124 y lo reduce en diez 
veces, con lo cual el importe anual, durante tres años, pasa a ser no ya de $ 24:000.000 sino de $ 2:400.000, 
lo que representa aproximadamente el 5% de la necesidad expuesta por el Tribunal de Cuentas. Entonces, a 
mí se me plantea la siguiente pregunta: ¿por qué el Senado bajó tanto la propuesta del Poder Ejecutivo? Eso 
surgió de la discusión que mereció la consideración de este asunto en la Comisión de Presupuestos, integrada 
con la de Hacienda en el Senado. En ese ámbito, un miembro de la Comisión expresó que consideraban que 
este edificio no era de las prioridades del país. También manifestó que no le estaban diciendo no al edificio, 
pero tampoco estaban habilitando los recursos que se necesitaban para otros Incisos. Otro miembro de la 
Comisión señaló que quería saber si eso es lo que se destinaba para el INAU, porque si era así, lo votaba, 
aunque se postergaría el edificio del Tribunal de Cuentas. El mismo Senador expresó que era muy importante 
la aclaración que hizo la Senadora en cuanto a que la postergación en lo que tiene que ver con el edificio del 
Tribunal de Cuentas estaría vinculada a destinar recursos al INAU. Es tan importante la baja que se hace en 
el Senado con respecto a lo que propone el Poder Ejecutivo que otro miembro de la misma Comisión 
senaturial manifestó que el fundamento por el cual se baja esa partida era un problema de prioridades; se trata 
de que, ante una opción, se prefiere que ese dinero vaya al INAU. Además, dijo que como la cantidad que se 
asigna al Tribunal de Cuentas es, en cierto modo, diminuta, para que no se pueda pensar que el artículo tiene 
un carácter absurdo o en broma -reitero que expresó "que no se pueda pensar que el artículo tiene un carácter 
absurdo o en broma"- se sugiere eliminar la última parte de la frase, que dice "a efectos de adquirir 


directamente o bajo la modalidad de 'leasing' o construir el mismo"". El miembro de la Comisión que hace 
esta afirmación está dando una idea del monto que venía en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Con respecto al mismo asunto, otro señor Senador manifiesta que si hay sugerencias que se consideren 
fundadas para hacer algunas transposiciones de rubros con el fin de mejorar la situación del INAUÚ, quizás 
más creativas que las que tienen, bienvenidas sean, etcétera. Más adelante, refiriéndose a otro artículo, el 
mismo señor Senador señala que, de alguna forma, recortan artículos del Tribunal de Cuentas y traspasan 
esos emolumentos a este artículo, y aclara que con eso quiere decir, pues, que se cuenta con los recursos 
correspondientes. 


¿En base a qué fue el Tribunal de Cuentas, en su artículo 1%, propuso la apertura de crédito de esta partida? 
En primer lugar, la Ley N” 16.853, de 14 de agosto de 1997, estableció en su artículo 1*: "Facúltase al 
Tribunal de Cuentas a fijar una tasa" -no estamos hablando de un tributo- "de hasta el 1,5 0/000 (uno con 
cincuenta por diez mil) sobre los ingresos brutos de las empresas industriales y comerciales del Estado [...]". 
Por su parte, en el artículo 2” de esa ley se establece: "El importe resultante de la aplicación de la citada tasa 
deberá ser vertido en la forma y oportunidad que disponga el Tribunal de Cuentas. Lo recaudado por este 
concepto deberá ser destinado en su totalidad a gastos de funcionamiento e inversiones [...]". Esta es una ley 
de 1997. 


También podemos citar leyes de presupuesto posteriores; concretamente haremos referencia al artículo 468 
de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, y a la Ley de Presupuesto vigente, Ley_N* 17.930, aprobada el 
19 de diciembre de 2005, que en su artículo 413 introduce alguna modificación con respecto al destino de 
estos recursos pero, en esencia, mantiene lo que acabo de leer en la ley originaria. 


Por su parte, la Ley N* 17.012, de 25 de setiembre de 1998, consagra una autorización para el Banco de la 
República de prestar al Tribunal de Cuentas hasta US$ 7:000.000 con destino a la compra o construcción de 
un edificio, y dice expresamente que el pago de la deuda será atendido con el producido que establece la Ley 
N? 16.853, a la que me referí originariamente. 


En base a esas disposiciones fue que en el año 1968 el Tribunal de Cuentas hizo un convenio con el Poder 
Ejecutivo, a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que hizo un llamado a licitación para 
concesión de obra pública. La operación consistía en que el Tribunal establecía - en base a un programa que 
había hecho la Dirección Nacional de Arquitectura- las necesidades, y los oferentes tenían que decir cuántas 
anualidades debían pagarse por la construcción de aquel edificio. Se presentó un solo oferente y la propuesta 
fue desechada. En aquella oportunidad, el Tribunal dijo: "Vamos a no hacer lo que suele ocurrir, que se 
empieza un edificio y nunca se termina. Vamos a ahorrar y cuando tengamos el dinero para pagar el edificio 
totalmente, entonces recién vamos a iniciar acciones". 


En base a estas normas, el Tribunal recaudó y depositó en sus cuentas del Banco de la República, cuyos 
saldos se publican mensualmente en su página web desde hace años. La documentación que se ha entregado, 
presenta el saldo al 31 de julio y, como se puede apreciar, los Fondos de Libre Disponibilidad - Financiación 
1.2, es decir, recursos con afectación especial- disponen de un saldo de US$ 5:476.456. Estos recursos están 
depositados en dos partes, casi por montos similares: en una caja de ahorro en dólares y en una cuenta 
corriente del Banco de la República y en la cuenta única nacional del Tesoro, a nombre del Tribunal de 
Cuentas. 


No se trata de recursos de Rentas Generales, sino de recursos con afectación especial, que tienen un destino 
específico establecido por la ley. Son fondos de libre disponibilidad regulados mediante el Capítulo II de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, la que en su artículo 37 dice que al cierre de cada ejercicio 
financiero el 80% de los saldos no comprometidos en las referidas cuentas corrientes de las unidades 
ejecutoras de los Incisos 02, 03 y 05 al 15 del Presupuesto Nacional, pasará a constituir recursos de Rentas 
Generales. Vale decir que ni siquiera por esta vía estos recursos son de Rentas Generales, porque el Tribunal 
de Cuentas -Inciso 17- no está comprendido en lo que establece esta ley. 


Por su parte, el artículo 43 de la misma norma establece que los gastos que se atienden con los fondos de 
libre disponibilidad se financiarán con cargo a los créditos presupuestales aprobados, siempre y cuando exista 
disponibilidad en las respectivas cuentas corrientes. 


Estos recursos del Tribunal no se pueden traspasar o trasponer, como se sostuvo en el Senado - de lo cual 
recién di lectura-, porque no son de Rentas Generales, sino que tienen una afectación especial, como lo 
establece el Poder Ejecutivo en el artículo 89 de su Mensaje y también el Senado, en el artículo 124 del 
proyecto. Tanto el Poder Ejecutivo como el Senado invocan razones de prioridad. No corresponde que yo 
ingrese en la consideración de las prioridades que el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo determinen para 
el uso de los recursos, pero sí corresponde expresar que a los recursos de libre disponibilidad del Tribunal no 
se les puede dar otro destino distinto al que estableció la ley. Por supuesto que el Poder Ejecutivo puede 
derogar esta ley, pero no se pueden anular los efectos que esta ley produjo durante el período de su vigencia. 
Y el efecto de esta ley durante los últimos nueve años fue el ahorro de US$ 5:500.000. 


En consecuencia, si los recursos están disponibles, si no se les puede dar otro destino diverso al que la ley 
determinó, ¿qué obsta para que se apruebe el crédito presupuestal, de conformidad con lo que dispone el 
artículo 43 de la Ley N” 17.296, ya que la única condición que esta consagra es que exista disponibilidad en 
la respectiva cuenta corriente? 


Por su parte, el artículo 36 de la misma ley establece que los ingresos que perciban los organismos 
comprendidos en el Presupuesto Nacional por todo concepto, se depositarán en cuentas del Tesoro Nacional, 
en el sistema bancario estatal, más concretamente en el Banco de la República, porque así lo dispuso una 
nueva ley, la N* 17.555, en su artículo 80. Además, dice que la Tesorería General de la Nación habilitará 
cuentas corrientes con la finalidad de registrar los movimientos y determinar los saldos de esos fondos que 
por disposición de normas legales o reglamentarias perciban ingresos. Si la ley manda que debe 
individualizarse el concepto del recurso recaudado y registrar sus movimientos y saldos, debe inferirse que a 
los que tienen afectación especial - como el caso que nos ocupa- se les controla su destino específico 
establecido por la ley. El único impedimento que existiría, entonces, surgiría de admitir la hipótesis de que 
los registros y los saldos no reflejan la realidad por alguna razón. En tal caso, el Tribunal, que en aras de la 
transparencia ha estado publicando mensualmente esos estados en su página web - son los que se han 
repartido en Sala-, ha estado informando mal a la población. No se puede admitir que el Banco de la 
República está equivocado, cuando mensualmente confirma que los saldos de las cajas de ahorro y cuentas 
corrientes del Tribunal superan los US$ 2:500.000. Otro tanto ocurre cuando se verifica un saldo por un 
monto de $ 69:000.000 en la cuenta única nacional que equivale, más o menos, a US$ 2:800.000. 


En consecuencia, disponer de los recursos de afectación especial que la ley creó para cubrir necesidades 
concretas del Tribunal de Cuentas, a efectos de atender otras necesidades del Estado, no resulta reglado a 
derecho, de conformidad con las normas que regulan la gestión de la Hacienda pública. Es mi obligación 
informarlo así ante esta Comisión. 


En el caso del Tribunal de Cuentas no es aplicable lo expresado en la Comisión del Senado. Un señor 
Senador expresó que sacar a uno para beneficiar a otro es una decisión política, que podrá o no ser 
compartida, acerca de cómo se distribuyen los dineros presupuestales. Yo sostengo que ello es así solamente 
cuando se trata de recursos de Rentas Generales, pero no es correcto cuando se trata de recursos de afectación 
especial, cuyo destino fue establecido por ley y, por lo tanto, solo se puede aplicar al fin para el que fue 
creado. 


Desde el punto de vista práctico, ¿cuál sería el efecto que produciría la aprobación del artículo 124 del 
proyecto que viene del Senado en caso de mantener su actual redacción? Como la partida anual de ese 
artículo establece tan solo $ 2:417.000, resulta obvio que con ese dinero no se puede hacer nada. 


Por lo tanto, el Tribunal perderá ese crédito por aplicación del artículo 13 del TOCAE, según el cual los 
créditos anuales no afectados al cierre del Ejercicio quedarán sin valor ni efecto alguno. 


La solución propuesta por el Poder Ejecutivo en el artículo 89 de su Mensaje, si bien no aseguraba en un 
100% la obtención total del fin perseguidos, por lo menos permitía un grado de avance; en cambio, la suma 
anual propuesta por el Senado en su artículo 124 no da ni para comprar un terreno. 


A título de ejemplo - insisto, solamente a título de ejemplo-, supongamos lo siguiente. El Tribunal ha 
consultado al Ministerio de Educación y Cultura sobre la posibilidad de comprarle un terreno baldío que tiene 
en Ciudad Vieja. El Ministerio de Educación y Cultura está de acuerdo con vender, contestó positivamente, 
ya que con el producido de esa venta puede atender otras necesidades. Por su lado, existe opinión de técnicos 
de la Comisión de la Ciudad Vieja sobre la conveniencia de eliminar ese baldío, que resulta una cosa 


absolutamente inadecuada para nuestra ciudad. Catastro ha tasado ese predio en aproximadamente 

$ 15:000.000. Si se aprueba el artículo 124 tal como viene del Senado, con esa cifra de $ 2:417.000 ese 
terreno no se podría comprar -insisto en que esto es un ejemplo- y al final del año 2007 el Tribunal habrá 
perdido ese crédito. 


Eso no ocurriría si esta Cámara retoma la cantidad de $ 24:170.000 que propuso el Poder Ejecutivo. En tal 
caso, se podría encarar la compra de un terreno como ese u otro tipo de operaciones y, además, avanzar en la 
realización de concursos, proyectos constructivos, etcétera, pudiendo afrontar el futuro en mejores 
condiciones ya que este tipo de emprendimientos, por su naturaleza, no se conciben para ser ejecutados en 
cortos plazos. Prueba de ello es la constancia y la perseverancia que ha tenido este Tribunal para mantener 
una política austera en el manejo de sus recursos financieros, que en el transcurso de nueve años le 
permitieron ahorra US$ 5:500.000. 


Por último, quiero informar que no se registran antecedentes de que el Poder Legislativo haya rebajado la 
suma que el Poder Ejecutivo propone en su Mensaje con destino al Tribunal de Cuentas. Y es lógico que así 
sea - o que así haya ocurrido siempre- desde que la Asamblea General es el principal destinatario, por 
expreso mandato constitucional y legal, de los trabajos que el Tribunal de Cuentas efectúa y se presume que 
sea también la más interesada en que ese trabajo se realice en las mejores condiciones posibles. 


Hasta aquí, señor Presidente, lo que quería expresar con relación a este artículo de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer algunas apreciaciones con respecto a los comentarios formulados por el 
señor Presidente del Tribunal de Cuentas. 


La primera de ellas es una consideración obviamente política, como corresponde a los integrantes de 
cualquiera de las Cámaras de este Poder Legislativo que, precisamente, deben tomar decisiones políticas 
sobre el Presupuesto Nacional y su globalidad, teniendo en cuenta las prioridades, también políticamente 
establecidas. Cuando se pronuncia alguna de las Cámaras, lo hace sobre el total del Presupuesto, y también 
con consecuencias sobre la totalidad del Presupuesto, en particular, sobre el resultado fiscal del Estado, de 
forma independiente de los organismos que constitucionalmente tienen la posibilidad de presentar sus 
proyectos de presupuesto - tal como se estipula en distintas disposiciones constitucionales- y sobre todo del 
Tribunal de Cuentas. 


Reitero que es decisión política de cada una de las Cámaras, aplicando las mayorías correspondientes, definir 
sobre la globalidad del Presupuesto, fundamentalmente, sobre el resultado fiscal que tendrá el Estado. 


La segunda consideración refiere a lo siguiente. En términos no muy técnicos, de la lectura surgían las 
consideraciones de los señores Senadores con respecto a poder disponer de recursos del total del Estado, en 
un área o en otra, en función de ese nivel de prioridades. De todas formas, quiero dejar una constancia: ni en 
el artículo original del Poder Ejecutivo, ni en el artículo que viene del Senado se afectan los fondos que, por 
ley, están destinados para atender exclusivamente las necesidades del Tribunal de Cuentas en cuanto a su 
edificio, y no sólo con la adquisición o construcción, sino también con su mantenimiento. 


De acuerdo con lo que leído en las versiones taquigráficas, eso fue lo que decidió mayoritariamente la 
Comisión primero y el Senado después. Para utilizar esos fondos, que son del Tribunal de Cuentas, se 
necesita la autorización legal de los créditos correspondientes y en este proyecto de ley ni el Poder Ejecutivo 
ni el Senado han modificado el destino de esos fondos depositados en el Banco de la República. 
Simplemente, se ha definido que adquirir y construir una nueva sede no es una prioridad y, por lo tanto, se ha 
dejado un monto suficiente para el mantenimiento de ella. Una de las cosas que no se ha demostrado -así lo 
han entendido los señores Senadores; en todo caso podríamos conversar con ellos- es la imperiosa necesidad 
de construir una nueva seda para el Tribunal de Cuentas porque es imposible su funcionamiento en la sede 
actual. Creo que ahí es donde radica el tema. La disposición legal dice que este fondo debe ser utilizado en la 
sede, pero no tenemos la constancia de la necesidad imperiosa de ese cambio en este año. Y como a nivel de 
la globalidad del funcionamiento del Estado los señores Senadores - de igual manera que el Poder Ejecutivo- 
deben considerar el resultado fiscal del Estado como un todo, han dicho que acá no hay prioridad en cuanto a 
la construcción de una nueva sede y los créditos que corresponden al Tribunal de Cuentas, según las leyes 
citadas por su Presidente, van a permanecer en la cuenta de disponibilidad que el organismo tiene en el Banco 
de la República. Para el año 2007 - quizás esto permanezca hasta el 2009 o se cambie en una nueva instancia 


de Rendición de Cuentas- la autorización de esos créditos -que es necesario hacerlo por ley, tal como lo 
manifestaba el propio Presidente del Tribunal de Cuentas- se limitó a una cantidad inferior a la prevista por el 
Poder Ejecutivo. Como esa partida no alcanzaría para iniciar un proceso de adquisición o de construcción de 
una sede, se quitó la obligatoriedad de que esos fondos se usaran para ese fin; pero como el destino tiene que 
ser referido a la sede, obviamente, se podrán utilizar para su mantenimiento, acondicionamiento o 
reacondicionamiento. Ese es el fin específico por el que fueron creados esos fondos y no se está cambiando 
con esta disposición. 


Acá no hay transposición legal -por más que surja de las versiones taquigráficas- de un rubro del Tribunal de 
Cuentas a cualquier otro organismo comprendido en el artículo 220 de la Constitución de la República o a 
Rentas Generales. Lo que expresaron los señores Senadores es que no había una real fundamentación en la 
prioridad de la construcción de la sede y, por lo tanto, esos fondos quedarán disponibles para cuando exista 
dicha prioridad. Mientras tanto, desde el punto de vista del resultado fiscal anual del Estado, ese resultado no 
se verá afectado si se incrementan los fondos de alguna otra entidad acerca de la que sí se haya definido 
como prioritaria la inversión. 


Acá, el señor Presidente del Tribunal de Cuentas repetía, o por lo menos transcribía, que algunos señores 
Senadores habían manifestado la prioridad que en esta oportunidad tienen otros organismos del artículo 220, 
que no tienen cuentas disponibles en el Banco de la República para hacerlas efectivas; por ejemplo, el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay; a eso se refería. 


Obviamente, no se trata de una transposición de rubros, porque no se puede hacer. Nadie ha manifestado que 
se esté haciendo; de la simple lectura surge que no hay ninguna transposición de rubros. No se puede 
transferir rubros de un Inciso a otro, porque hay una base legal. En este caso, no se está afectando esa base 
legal. Simplemente, a nivel general, global, se ha decidido priorizar ese gasto público -termina siendo gasto 
público y termina siendo resultado fiscal- en un área que hoy es muy sensible para toda la población 
uruguaya, como es el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, en lugar de priorizar la construcción o 
adquisición de una nueva sede para el Tribunal de Cuentas 


Esto era cuanto queríamos decir: no se ha violentado ninguna ley ni el espíritu con el que se creó este Fondo, 
que está disponible y va a seguir estándolo para el Tribunal de Cuentas hasta que se autoricen los créditos 
correspondientes para su utilización. 


SEÑOR POSADA.- Después de las aclaraciones que se han realizado y dado que los recursos de 
afectación especial tenían claramente como destino la inversión en un nuevo edificio sede, la pregunta 
que surge es si tiene sentido el artículo tal como quedó. Digo esto porque entre las cosas que cuestiona 
el señor Presidente del Tribunal de Cuentas figura el hecho de que los recursos que allí aparecen no 
alcanzarían siquiera para la compra de un terreno. 


Entonces, la pregunta que uno se hace es si tiene sentido que permanezca un artículo de esta naturaleza, dado 
que la decisión en el Senado de la República fue claramente la de suprimir la posibilidad de que el Tribunal 
de Cuentas invierta en un edificio sede. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En cuanto a la pregunta del señor Diputado Posada quiero decir que si, por un 
lado, hablamos de una operación para la cual durante nueve años se ahorraron recursos -créanme que 
no conozco repartición estatal que en nueve años haya ahorrado US$ 5:500.000- y, por otro, hay una 
Ley del año 1998 que autoriza al Banco de la República a otorgar un préstamo de hasta US$ 7:000.000 
al Tribunal de Cuentas para la construcción o adquisición de su nueva sede, no encuentro explicación 
para sostener que con US$ 100.000 en un año -que se repite en tres- no se puede hacer absolutamente 
nada. Lo digo porque los trabajos de mantenimiento de la sede a que se refería el señor Diputado Asti 
no se pueden hacer sobre un edificio que no existe. Si estamos hablando de la nueva sede, no podemos 
hablar del mantenimiento de la nueva sede; es absolutamente inoperante. 


En lo que dice relación con la determinación de las necesidades del Tribunal de Cuentas -esta película la 
estoy viendo desde hace muchos años-, debo decir que el momento en el que se estableció la necesidad no 
fue este, cuando el Tribunal planteó la solicitud de una apertura de crédito para aplicar los recursos que tenía 
ahorrados. Este tema se analizó en las legislaturas correspondientes a los años 1997 -cuando se dictó la ley- y 


1998 -momento en el que se aprobó la otra ley que habilitó al Banco de la República a hacer el préstamo-, y 
se sostuvo en las dos últimas leyes de Presupuesto -inclusive en la vigente-, en las que se hicieron reformas, 
retoques o modificaciones a aquellas leyes, pero sin modificar este aspecto. 


En aras de la seguridad jurídica tendríamos que decir que no es esta la instancia de analizar si el Tribunal de 
Cuentas necesita o no una sede para que sus funcionarios trabajen adecuadamente. Ese fue un tema que se 
planteó tiempo ha. 


En cuanto a la transferencia de rubros, yo no puedo saber lo que un señor Senador quiso decir; yo leo lo que 
el señor Senador dijo, y se usaron las palabras "transposición" y "transferencia". 


SEÑOR ASTI.- En relación a la afirmación final del señor Presidente, obviamente que ninguno de 
nosotros puede considerar la intencionalidad de quienes hoy no están presentes en esta Sala. Lo que sí 
queda claro es que en el proyecto aprobado en el Senado no hay ninguna transposición o transferencia 
de rubro. En esto quise hacer hincapié en mi exposición, más allá de lo que hayan opinado en 
Comisión. No hay transposición porque no la puede haber. 


Entonces, en cuanto a la seguridad jurídica, queda claro que no hay transferencia de rubros. Los 
US$ 5:476.000 que están en la cuenta del Tribunal de Cuentas en el Banco de la República van a seguir ahí, 
menos los US$ 240.000 que podrán gastar en 2007 vinculados al mantenimiento de la sede. 


(Intervención de un señor Representante) 


——Me acotan que son US$ 100.000. 


SEÑOR GANDINI.- No sé a quién voy a dirigir mi intervención porque tengo algunas dudas, que 
deben ser las mismas que tienen las autoridades del Tribunal de Cuentas. 


Queda claro -no está de más que haya sido varias veces reiterado para que conste en la versión taquigráfica, 
que hace a la intención del legislador- que los ahorros que el Tribunal de Cuentas generó durante todos estos 
años van a estar depositados en la misma cuenta en que han estado hasta ahora y no van a financiar ningún 
otro gasto o inversión del Estado, fuera de aquel para el que están destinados. Será hoy o algún día, lo verán 
los actuales miembros del Tribunal u otros, pero se supone -es lo que aquí se dijo- que el ahorro que está allí 
depositado tiene un solo destino legal: el edificio. 


Una vez aclarado esto, quiero decir que no entiendo por qué, si la plata está, no se construye el edificio; me lo 
tienen que explicar en algún idioma. En un país en el que se dice permanentemente que se necesita inversión 
y crear empleo, y se trata de generar confianza en el inversor privado para que crea en Uruguay e invierta, el 
Gobierno dice que prefiere no invertir la plata que tiene y guardarla para después. Entonces, las señales son 
confusas. No sé cuáles son los rincones de las políticas económicas que hacen que cuando la plata está 
disponible se la deje dentro de un banco y no se la utilice para mejorar la gestión del Estado en un organismo 
tan sensible y, también, para generar empleo, moviendo la plata -que hace a la actividad económica- y así 
generar confianza al ver que el Estado confía en sí mismo, confía en el país del presente. 


Por eso decía que no sé a quién tengo que preguntar; a lo mejor, algún legislador del Gobierno me puede 
responder. Parece tan obvio que si la plata está, si el legislador le asignó un destino, si se fue acumulando 
ahorro prolijamente para que el día que se dispusiera de los recursos necesarios se pudiera cumplir con la 
decisión política y presupuestal que se tomó en la propia ley en su momento, y hoy está y no se hace, uno 
tiene que preguntar por qué, si es que hay razones económicas -las debe haber- o si hay razones políticas, que 
a lo mejor las hay. 


Dejo mi reflexión. Si alguien quiere el guante, que lo recoja. 


SEÑOR ASTI.- No quiero dejar pasar esta afirmación sin responder. Sí, es una decisión política el 
destinar todo ese esfuerzo a que hacía referencia el señor Diputado Gandini -lo que implica la 
generación de puestos de trabajo, confianza, etcétera- a otro organismo que realmente está, en estos 
momentos -los titulares de la prensa alcanzan para reconocerlo-, necesitando un apoyo muy 


importante para solucionar problemas tremendamente dolorosos para la sociedad uruguaya, como es 
el Instituto del Niño y el Adolescente. Esa es la decisión política y ninguna otra más. 


SEÑOR GANDINI.- No quiero polemizar con el señor Diputado Asti, pero ¿lo que me quiere decir el 
señor Diputado es que el Gobierno va a tomar prestado el dinero que está en esa cuenta para invertir o 
construir en el INAU? Si va a tomar prestado, debe haber un marco legal. Y si no va a tomar prestado, 
¿por qué no se hace lo del INAU y lo del Tribunal de Cuentas? No entiendo. Discúlpeme mi ignorancia. 
Mientras que la gente del Tribunal de Cuentas compra un edificio o levanta uno, el INAU va 
construyendo hogares. ¿Por qué no se pueden hacer esas cosas? Supongo que el señor Diputado no va a 
dar la misma respuesta que Bensión daba acá. 


SEÑOR ASTTI.- Fui claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que ambas posiciones están expuestas claramente. 


Tiene la palabra el General Ramírez. Por favor, tome en cuenta que en cinco minutos ingresa a Sala otra 
delegación. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Deseo expresar lo que había anunciado originariamente. Voy a respetar los cinco 
minutos, aunque pido los descuentos correspondientes por la demora en el ingreso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También es verdad que habíamos dispuesto una intervención de quince 
minutos al inicio pero usted insumió media hora. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Hay un aspecto que me interesa señalar particularmente desde el momento en 
que no se consideró en la Comisión de la Cámara de Senadores, cuando estuvo presente el Tribunal de 
Cuentas, algo que a mi modo de ver es lo más importante. Confieso que no es lo más importante para 
el Tribunal de Cuentas el tema que hemos estado analizando. 


Lo más importante es su actuación por mandato constitucional para emitir un dictamen sobre la ejecución 
presupuestal que viene incluida en la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2005. 


En ese sentido, señor Presidente, esto fue remitido a la Asamblea General con fecha 25 de julio, por oficio 
N* 4781, donde se establecen dos grandes instancias: uno de ellos es el dictamen y el otro es el informe a la 
Asamblea General. Me parece que estos son puntos medulares para considerar toda vez que el Tribunal de 
Cuentas viene a una Comisión para analizar ya sea Presupuestos o Rendiciones de Cuentas. 


En lo que respecta al dictamen, el Tribunal de Cuentas está emitiendo un dictamen limpio, es decir, sin 
salvedades u observaciones -o como se le quiera llamar- en cuanto al resultado presentado por el Poder 
Ejecutivo ante la Asamblea General. El dictamen también incluye una segunda parte que hace referencia al 
cumplimiento o no de las disposiciones legales. En ese sentido, se debe expresar que se hace mención al 
incumplimiento del literal B) del artículo 211 de la Constitución de la República en lo que tiene relación a los 
gastos observados, reiterados y remitidos a la Asamblea General. En el Ejercicio 2005, estos representaron el 
1% del total de egresos. Lo cual es una cifra casi idéntica a la del año anterior, 2004, que fue 0,9%. Es 
prácticamente lo mismo. 


Muchas veces se ha oído hablar de que el Parlamento no considera las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. Pero cuando uno ve que el orden de magnitud es del 1%, por lo menos se siente reconfortado al 
pensar que, de repente, si no existiera el Tribunal de Cuentas, quién sabe qué cifra sería. Es una cifra 
totalmente acotada. Sigue el mismo nivel de años anteriores. 


No obstante, hay otra mención que hace referencia también a este mismo artículo de la Constitución, que no 
se ha cumplido. Me refiero a los gastos realizados por el Ministerio de Economía y Finanzas por el 
mecanismo previsto por el artículo 74 del TOCAF, anticipos de Tesorería, que no fueron remitidos a la 
intervención del Tribunal de Cuentas, con lo cual se contravino el literal B) del artículo 211 de la 
Constitución. Asimismo, la Contaduría General de la Nación no dio cumplimiento a lo dispuesto por el 
artículo 75 del TOCAF al operar egresos cuya documentación no fue intervenida preventivamente por el 


Tribunal de Cuentas. En consecuencia, esa situación no pudo ser comunicada a la Asamblea General como 
marca la Constitución. 


Esta cantidad es de mucho mayor significación que la anterior; es del orden de los $ 3.350:000.000; 
hablamos del orden de los US$ 139:000.000. Pero su representatividad es del 3.73%. 


O sea: así como teníamos el 1% de gastos observados y reiterados pero que habían sido sometidos por el 
Ministerio de Economía y Finanzas al Tribunal de Cuentas, nos encontramos con que casi cuatro veces más 
no fueron remitidos al Tribunal de Cuentas. 


Supongo que los señores Representantes tendrán a su disposición este dictamen del Tribunal de Cuentas. 


Además, hacemos referencia al exceso que se ha cometido con respecto a la emisión de bonos del tesoro y 
letras de tesorería que sobrepasó el tope previsto por los artículos 602 y 606 de la Ley N* 17.296 en 
US$ 290:000.000. 


Después, el informe que viene a la Asamblea General es de carácter ilustrativo, para que los señores 
Representantes puedan informarse de los antecedentes que se tomaron en consideración, de cuál fue la 
documentación presentada, de los criterios utilizados para formular los estados, de cuáles fueron los 
procedimientos que utilizó el Tribunal de Cuentas para sostener lo que sostiene -aspecto que es muy 
importante- y de la presentación de los resultados; es decir, explica por qué el Tribunal de Cuentas dice lo 
que dijo con respecto a que los resultados del Ejercicio eran correctos. También analiza los resultados 
extraordinarios y para cada uno de ellos se explica, en cuadros separados y en forma pormenorizada, los que 
supusieron ganancias y los que supusieron pérdidas 


Esto era lo que, muy brevemente y tratando de respetar el término de los cinco minutos que se me había 
indicado, quería reseñar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco su colaboración. 
La Comisión agradece la presencia de la delegación del Tribunal de Cuentas. 


(Se retira de Sala la delegación del Tribunal de Cuentas) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Relaciones Exteriores) 


Tenemos el honor de recibir a la delegación del Ministerio de Relaciones Exteriores encabezada por el 
señor Ministro, Reinaldo Gargano, el señor Ministro Consejero Osvaldo González, el señor Ariel Bidegaray, 
secretario, y la señora Patricia García, Subdirectora del Area Financiero-contable. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Hay a consideración de la Cámara de 
Diputados solo dos artículos aprobados por el Senado. 


En el artículo 64 se dispone que hasta diez funcionarios de los Escalafones A) -que es el especializado, de 
profesionales- o M) -que es el escalafón diplomático-, transcurridos dos años de permanencia, en lugar de 
salir al exterior puedan quedarse en la República y prestar servicios especiales como negociadores del país, 
para lo cual se les asigna una remuneración del 75% del sueldo de Ministro. Es un hecho muy importante, 
teniendo en cuenta que en el mundo de hoy el tema de la negociación requiere una alta especialización, un 
trabajo constante. Justamente, acabamos de salir del Ministerio; estábamos en una Comisión bilateral con 
Brasil y había treinta negociadores. Así que los señores Diputados pueden imaginarse la importancia que 
tiene disponer de personal capacitado. 


En el artículo 85 se dispone asignar al Inciso 06 "Ministerio de Relaciones Exteriores” la suma de 
$ 15:200.000 para el pago de una prima por eficiencia que, de acuerdo con la mecánica, sería pagada toda por 
Rentas Generales. Esto es por el cambio que se ha operado ahora; antes se pagaba de una manera diferente. 


Quisiera explicar algo que me parece importante para dejar constancia en la versión taquigráfica y no para 
reivindicar que la Comisión recoja ahora todo el material. Debo decir que en el trabajo previo a la Rendición 


de Cuentas el Ministerio tenía planteado un conjunto de disposiciones, algunas con costo y otras sin costo. 
Solo quiero dar los títulos de las disposiciones que no fueron recogidas. Por ejemplo, un fondo de 
perfeccionamiento profesional para estudiantes universitarios. Nosotros tenemos pasantes, estudiantes 
universitarios, y nos parecía que como medida que contribuía a formarlos más en el trabajo que debían hacer 
en el Ministerio en el futuro, cuando terminaran su carrera, era conveniente tener un fondo que permitiera 
ayudarlos. 


Otro tema que no fue recogido fue modificar el régimen de ascensos y el de ingresos en el Servicio Exterior; 
se ponía un límite de sesenta y siete años de edad para el desempeño de la función de diplomático en el 
exterior, cualquiera fuera el rango. Esto se pretendía como una manera de empujar a los jóvenes a acceder a 
los cargos de mayor jerarquía, y creo que tarde o temprano va a tener que hacerse. También se consideraba la 
posibilidad de mantener a quienes sobrepasaran esa edad pero que, por sus características o cualidades 
excepcionales, hubiera necesidad de retenerlos; se establecían tres excepciones por cada grado del escalafón, 
lo que nos pareció suficiente. 


En el Senado se votó lo relativo al equipo de negociadores, y me felicito de que se haya aprobado. 


Hay otra disposición que no fue recogida, por la que se exceptuaba de una limitación al Fondo Permanente de 
Compensación, que es por el cual se paga a un grupo de funcionarios. 


También se pretendía la aplicación de la prima por eficiencia en los Escalafones M) -diplomático- y R), que 
es al cual van los diplomáticos cuando llegan al límite de edad en cada escalafón pero no les da la cantidad de 
años para jubilarse. Ellos pierden la prima por eficiencia que cobraban antes, cuando estaban en el escalafón. 
Nos parecía de justicia amparar esta situación. 


Otra disposición establecía que en determinado momento había que remunerar en forma más eficiente las 
misiones que salieran al exterior. Sucede que a veces hay que mandar misiones especiales a determinados 
lugares, no solo a realizar auditorías sino a corregir el Servicio o a prepararlo para que se desempeñe mejor. A 
veces transcurren más de tres o cuatro meses en esa función, y eso se paga con viáticos. Al Ministerio le sale 
más barato remunerarlos como funcionarios del Escalafón Diplomático durante el tiempo que estén allí -hasta 
un año; después tienen que volver- que pagarles un viático que sale más caro, de acuerdo con las 
disposiciones de las Naciones Unidas. 


No quiero cansar a los señores Diputados, pero creo que hay una serie de cosas que deben conocer. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores es pequeño, su presupuesto no alcanza a los US$ 50:000.000 al año, pero 
desempeña una función esencial: si no hay presencia en el exterior, el país no existe. Pero, sobre todo, tiene 
necesidad de contar con funcionarios administrativos que cumplan funciones en el país, y para ello pedíamos 
la creación de veinticinco cargos, aunque esto tampoco fue posible. También solicitamos la regularización de 
los funcionarios que trabajan en el área informática, un grupo excepcional de pasantes -ingenieros y demás- 
que ganan $ 4.000 o $ 5.000 y cuando encuentran un trabajo mejor se marchan; así nos ha pasado. Entonces, 
para regularizar la situación de estas personas solicitamos su presupuestación, así como la de otros 
funcionarios. 


Estos eran los elementos más importantes que quería comentar. 


SEÑOR GANDINI- En primer lugar, damos la bienvenida a las autoridades del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


Me imagino la angustia del señor Ministro y de su equipo al tener que enfrentar los desafíos de la Cancillería 
de estos tiempos con los mismos recursos humanos de otra época, particularmente cuando el mundo se 
elobaliza y el Uruguay viene negociando distintos tratados y se apresta a encarar otros. Imagino que eso debe 
ser complejo y difícil, y por eso se fundamentan algunas de esas solicitudes. 


Por otra parte, entiendo y comparto la intención del artículo 64. De todos modos, no entiendo por qué la 
excepción debe ser consagrada por ley, si la norma vigente a lo que obliga es a cumplir con los cinco años a 
quienes están en el exterior. En otras normas presupuestales ya hemos excepcionado esa disposición de un 
máximo de cinco años de permanencia en el exterior para que el Ministerio pueda disponer, en algunos casos 
excepcionales, que algunos funcionarios permanezcan más de ese lapso; pero no es así para los dos años que 


deben estar en el país. Para la permanencia en el país lo que está establecido es un mínimo. La lógica de esta 
norma es que nadie esté fuera del país más de cinco años y que luego de ese período en el exterior esté por lo 
menos dos años en el país para no perder contacto con la realidad nacional y rotar -esa es la idea- en su 
función. En síntesis, se establece un máximo para estar en el exterior y un mínimo para permanecer en el 
Uruguay. Eso es lo que establece el artículo 40 de la Ley_N* 14.206, y además dice que la Cancillería tiene la 
facultad, dentro de los límites establecidos y en función de las necesidades del servicio, de disponer su 
extensión. O sea que dentro de esos límites tiene facultades para moverse. De hecho, esto se hace, porque 
conocemos a cantidad de funcionarios que tratan de que el plazo de permanencia de dos años en el Uruguay 
se cumpla y no se extienda, ya que hay gente que está en el país tres, cuatro o cinco años sin destino fuera, lo 
que afecta su carrera y, sin duda, su bolsillo. 


Entonces, si bien comparto la idea de complementar salarialmente a aquellos funcionarios calificados que 
permanezcan en el país cumpliendo una tarea agregada -que es la de ser negociadores por el Uruguay-, no 
entiendo por qué esto se ubica como una excepción, teniendo en cuenta que el Ministerio ya tiene la facultad 
de disponer que esos funcionarios permanezcan en el país. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Efectivamente, el Ministro tiene la facultad 
de extender hasta cinco años, por ejemplo, la permanencia del embajador en Ginebra, que es el centro 
de la negociación multilateral en materia económica. Pero este artículo establece una cosa distinta, y es 
que a aquel que tiene vocación para permanecer en el país pero se angustia por salir al exterior porque 
percibe una remuneración mayor, se le dé la posibilidad de quedarse y percibirla, si está calificado. Si 
no existe una disposición que establezca que se le puede pagar más, no se puede hacer. Creo que se 
trata de una medida bastante sobria ya que los Ministros no ganan una gran cantidad de dinero. Hay 
que tener en cuenta que hay gente que tiene vocación para quedarse en el país, que quisiera 
permanecer y trabajar en el país. 


Yo integré mucho tiempo -casi dieciocho años- la Comisión de Relaciones Internacionales del Senado y 
siempre noté la preocupación por salir al exterior. Pero ahora, que hace un año y medio que ocupo esta 
Cartera, conozco también las angustias familiares que padecen muchos funcionarios diplomáticos; ellos se 
ven alejados de sus familias, tienen problemas con sus hijos y de salud y preferirían estar en su país y no en 
el exterior. Lo que sucede es que el país remunera de manera especial la formación que han recibido, porque 
es la forma en que se la remunera en todo el mundo. Estos funcionarios deben tener por lo menos el mismo 
rango de sus colegas de otros países para no ser tratados en forma distinta. Creo que esta es una posibilidad 
pequeña; son pocos puestos y se trata de una prueba: si da resultados se puede ampliar. 


SEÑOR GANDINI.- Seguramente no fui claro en mi exposición. Estoy totalmente de acuerdo con que 
aquellos funcionarios que tienen que cumplir una tarea estando en el Uruguay, agregada a otras que ya 
tienen como negociadores, tengan una retribución especial. Eso me parece bien; es correcto: tienen que 
desempeñarse en determinados medios, para lo cual deben tener una retribución acorde. Lo que estaba 
diciendo es que de la lectura del artículo 40 de la Ley N” 14.206, que está vigente, se desprende que no 
se necesita de ninguna excepción para estos funcionarios. El Ministro puede tomar esta disposición con 
diez, quince o veinte funcionarios; no veo que haya una excepción. El artículo 40 de la mencionada 
norma dice: "Todos los funcionarios del Servicio Exterior deberán obligatoriamente rotar en el 
desempeño de funciones, alternando períodos máximos de cinco años en el exterior y mínimos de dos 
años en la Cancillería, respectivamente, siendo facultad de la administración, determinar dentro de los 
límites establecidos y de acuerdo con las necesidades del servicio, su extensión". Creo que la facultad 
de que permanezcan más de dos años en el Uruguay ya existe; lo que necesita el Ministerio es una 
norma que le habilite a pagar el 75% del sueldo de Ministro como compensación a aquellos que 
desarrollen tareas de negociadores. De manera que pienso que lo que yo estoy proponiendo es más 
amplio: no limitar la excepción hasta diez, en la medida en que estaría dada como facultad en el 
artículo 40 de la Ley N” 14.206. Lo que sí creo es que debemos autorizar al Ministerio para que tenga 
los recursos y la posibilidad de pagar una compensación equivalente al 75% del sueldo ministerial. 


He hecho esta intervención con el afán de colaborar porque, si mi interpretación es correcta, me parece que es 
mejor lo que estamos proponiendo nosotros. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- He entendido bien lo que sostiene el señor 
Diputado Gandini. Yo lo voy a reiterar para ver si es así; en caso contrario, pido al señor 
Representante que me corrija. 


Existe una norma por la cual el Ministro puede disponer que el funcionario, en lugar de estar tantos años acá, 
permanezca ocho años. Esa facultad ya está; la que no existe es la de destinar diez a un trabajo especializado 
de formación como negociadores, y remunerarlos de una manera especial. 


Ahora bien, ¿por qué pusimos diez? Podríamos haber puesto veinte, pero no es fácil formar a veinte 
simultáneamente. Tenemos una de las mejores academias diplomáticas, con muy buenos funcionarios. Ahora 
mismo se va a hacer una reunión internacional de academias diplomáticas; inclusive viene gente del exterior 
a estudiar acá. Pero estamos hablando de una formación especial; me refiero a la calidad de negociador para 
lo cual se deben desarrollar determinadas virtudes, saber cómo se cambian disposiciones, cómo se truecan 
resoluciones de cierta naturaleza por otras que nos favorecen como país. En este sentido estamos capacitados 
para llegar hasta allí; el número no es arbitrario: se pensó que se podrían formar diez en esta etapa para que 
puedan adquirir esa condición. Después, si surgen otras necesidades, el número podrá ampliarse, pero por 
ahora esto es lo que estamos en condiciones de hacer. 


Voy a dar una información y de paso quisiera hacer una exhortación para que la recoja el Poder Legislativo. 
El 3 y 4 de noviembre tendrá lugar aquí la 16a. Conferencia Iberoamericana. Como ustedes saben, desde el 
año pasado, con la incorporación del contador Enrique Iglesias, y también porque el Gobierno español 
conversó con el Gobierno uruguayo, con el Ministro, se dio un impulso para que estas conferencias 
iberoamericanas dejen de tener el carácter de meros espacios donde se examinan temas y después no pasa 
nada, quedando las actas archivadas. Se trata, pues, de dar cierta continuidad a las tareas. En ese sentido, se 
va a empezar a trabajar sobre los importantes temas de la emigración y el desarrollo; tanto es así, que el 14 de 
este mes va a haber una conferencia especial de Cancilleres en Naciones Unidas para todos sus miembros, a 
la cual nosotros tenemos la obligación de concurrir. 


A manera de ejemplo voy a mencionar lo siguiente. Antes de dirigirme a esta reunión tuve dificultades con el 
aparato de protocolo, porque tenemos que sacar gente de otros despachos y de otras responsabilidades para 
que asuman funciones de protocolo, en la medida en que hay que atender a veintidos Jefes de Estado, quienes 
vendrán acompañados por sus Cancilleres, asesores y demás. Entonces, es preciso contar con un aparato 
organizativo y saber hacer cosas -porque no se puede dejar a esas personas solas, sino que hay que ponerles 
ayudantes que colaboren a fin de que su estancia sea lo más efectiva posible-, y para eso se necesita mucha 
gente. De manera que vamos a tener a medio Ministerio dedicado a eso, más todos los que tendrán que venir 
desde otros Ministerios y los que precisaremos que nos ayuden también desde el Poder Legislativo para que 
esto salga bien desde el punto de vista organizativo. Es decir que hay ciertos momentos en los que el aparato 
interno del Ministerio no da abasto para cumplir con sus funciones y tiene que recurrir a un auxilio. 


De manera que debe irse forjando una base sustantiva de gente muy especializada que pueda ayudar a hacer 
las cosas bien a quienes de pronto llegan por un período muy corto. En protocolo esto marcha y queremos 
que también marche en materia de negociadores internacionales. En este sentido, digo a manera de ejemplo 
que en la Comisión Mixta Uruguay - Brasil estaban presentes Directores del Banco de la República Oriental 
del Uruguay, miembros de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
todos quienes tienen relación con la ejecución de las políticas que se están llevando adelante con Brasil en 
esa Comisión bilateral. Se trata de gente muy especializada, con un alto nivel técnico. 


Yo no me opondría a que se extendiera la interpretación, tal como lo propone el señor Diputado Gandini; 
ahora bien, dejo esas modificaciones a juicio de los señores Representantes: lo que no quiero es que se rebaje. 


SEÑOR GANDINI.- Con referencia al artículo 85, que es la otra norma vinculada al Ministerio a que 
hace referencia la Rendición de Cuentas, allí se establece una asignación de recursos para dar 
cumplimiento a una ley que tiene más de 15 años, en la que se establece una compensación de hasta un 
25% de las retribuciones sujetas a montepío, que puede alcanzar hasta el 50% de los funcionarios del 
Inciso, excluidos los Escalafones M y R. En este sentido, formulo una pregunta simplemente a efectos 
ilustrativos. Quisiera saber si esta norma que ya tiene tantos años se ha aplicado con anterioridad, si 
hay funcionarios de estas características que vienen percibiendo esta compensación y si la suma que se 
asigna es complementaria a alguna que ya se tiene o si se aplica por primera vez, por más que la norma 


tenga ya algún tiempo. Asimismo, me gustaría que se proporcionara información con respecto a 
cuántos funcionarios abarca: si efectivamente comprende a este tope del 50% o a menos y si la 
compensación es de un 25% -que es el límite superior establecido por la norma- o es inferior. En fin; 
quisiera tener un poco de información sobre cuáles son los planes del Ministerio con respecto a esta 
importante asignación, que finalmente será anual: por lo menos hay un máximo para 2007. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Pediría al Cuerpo que permitiese a la 
señora Subdirectora del Area Financiero Contable -que es quien tiene la experiencia práctica al 
respecto, desde hace muchos años- responder la pregunta que ha formulado el señor Diputado 
Gandini. 


SEÑORA GARCÍA.- La prima por eficiencia se viene liquidando desde la fecha que dijo el señor 
Diputado Gandini. Lo único es que, a partir del presente año, se regularizó y se está liquidando sobre 
un fondo de compensación que también tiene aportes. Eso es lo que explica la solicitud de una mayor 
financiación con esa finalidad. 


SEÑOR GANDINI.- En otros términos, cambió la base de cálculo. Se está tomando otra base para 
calcular ese porcentaje de compensación y, por lo tanto, aumenta la necesidad de recursos para 
poderlo pagar. 

SEÑORA GARCÍA.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se plantean otras preguntas, solo resta agradecer a la delegación del 
Ministerio de Relaciones Exteriores su presencia en la tarde de hoy. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 2) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


